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Bogotá  D.C., 24 de noviembre de 2023 

 Sen ores 

COMISIÓN DE REGULACIÓN DE COMUNICACIONES – CRC Ciudád 

 

 

Asunto:  comentários ál proyecto de regulácio n “Revisión de medidas 
regulatorias aplicables a servicios móviles” (2000-38-3-17). 

 

 

JUAN CARLOS ESGUERRA PORTOCARRERO, identificádo con lá ce dulá de ciudádání á No. 17.122.948 y lá tárjetá profesionál de ábogádo No. 9.859, estándo dentro de lá oportunidád previstá, respetuosámente presento álgunos comentários y consideráciones ácercá del trá mite que lá Comisio n de Regulácio n de Comunicáciones (“CRC” o “Comisión”) le há dádo ál proyecto de regulácio n “Revisión de medidas 
regulatorias aplicables a servicios móviles” (2000-38-3-17). Así  mismo, expondre  lás consecuenciás que lá ádopcio n del proyecto regulátorio, tál como há sido concebido y trámitádo, tendrí á respecto del derecho ál debido proceso de COMCEL S.A. y respecto de lá legálidád mismá del ácto ádministrátivo.  
 Párá ello, este documento se divide en tres secciones: (1) comentários y conclusiones generáles; (2) breves consideráciones sobre los áctos ádministrátivos, el procedimiento ádministrátivo y el derecho ál debido proceso; y (3) vicios e irreguláridádes procedimentáles del proyecto regulátorio. 
 

1. COMENTARIOS Y CONCLUSIONES GENERALES 

 El trá mite cumplido párá lá expedicio n del proyecto regulátorio presentá álgunás irreguláridádes procesáles que violán el derecho ál debido proceso de COMCEL S.A. Táles vicios procedimentáles deriván de un mismo hecho: lá CRC há pretendido ádoptár medidás de cárá cter párticulár y concreto mediánte un ácto ádministrátivo generál.  
 En efecto, sin hácer mencio n expresá á COMCEL S.A., lá CRC pretende ádoptár uná serie de medidás dirigidás exclusivámente á “los proveedores con posición dominante” en el mercádo relevánte de servicios mo viles. Y ocurre que, como es bien sábido, por expresá decisio n de lá CRC, el u nico proveedor con posicio n dominánte en el referido mercádo relevánte es COMCEL S.A. De állí  que los efectos de esás medidás solo se proyecten y se ápliquen en relácio n con un u nico sujeto. Esá situácio n es propiá de un ácto 



 

 

2 

 

ádministrátivo párticulár. Por tánto, lá CRC debe trámitár esás medidás regulátoriás como lo que en reálidád son: áctos ádministrátivos párticuláres y concretos.  
 El trá mite impártido á lá eventuál expedicio n del proyecto regulátorio, y de todás lás medidás állí  contenidás, en los te rminos propuestos por lá CRC, conllevárí á uná violácio n gráve del derecho ál debido proceso de COMCEL S.A. Tál vulnerácio n debe ser corregidá por lá CRC ántes de expedir el ácto definitivo, de conformidád con lo dispuesto en el ártí culo 41 de lá Ley 1437 de 2011.   
 

2. BREVES CONSIDERACIONES SOBRE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS, EL 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y EL DERECHO AL DEBIDO PROCESO 

 El procedimiento ádministrátivo empleádo en lá expedicio n de un ácto ádministrátivo cobrá especiál relevánciá respecto del derecho ál debido proceso y lás gárántí ás constitucionáles derivádás de este. Por tánto, lás irreguláridádes procedimentáles que resultán de lá ádopcio n de medidás párticuláres mediánte áctos generáles —y el procedimiento previsto párá estos u ltimos— constituye uná violácio n ál debido proceso que debe ser corregidá por lá áutoridád ádministrátivá.  
 El Consejo de Estádo y lá doctriná ádministrátivá hán sostenido que “[e]l acto 
administrativo es toda manifestación de voluntad de quién está habilitado para ejercer la 
función administrativa, con el fin de producir efectos en derecho”1. A pártir de los sujetos á los cuáles se dirigen sus efectos, los áctos ádministrátivos se hán clásificádo en áctos de contenido generál y párticulár.  
 Sobre los áctos ádministrátivos de contenido generál y párticulár, lá jurisprudenciá constitucionál los há definido ásí :  
 “A través de los primeros, se conocen aquellos actos administrativos en los 

que los supuestos normativos aparecen enunciados de manera objetiva 
y abstracta, y no singular y concreta, y por lo tanto versados a una 
pluralidad indeterminada de personas; es decir, a todas aquellas que se 
encuentren comprendidas en tales parámetros. Por el contrario, los 
segundos, son aquellos actos administrativos de contenido particular y 
concreto, que producen situaciones y crean efectos individualmente 
considerados”2 (negrillá fuerá del texto originál). 

 

1 Consejo de Estádo. Seccio n Segundá, Subseccio n B. Sentenciá del 18 de octubre de 2012. Rád. 08001-23-31-000-2009-01032-01(1090-12). 
2 Corte Constitucionál. Sentenciá C-620 de 2004.  
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 El tipo de ácto ádministrátivo condicioná el procedimiento ádministrátivo que debe empleár lá áutoridád párá su expedicio n y, por conterá, incide en el debido proceso de los párticuláres. El procedimiento ádministrátivo estáblece los “trámites y formalidades 
a los cuales deben someterse las autoridades administrativas en ejercicio de sus 
actuaciones, tendientes a la producción de actos administrativos, para que estos en su 
formación obedezcan a una trayectoria garante de la participación previa y los derechos 
de los interesados y de la comunidad en general”3.  
 Pues bien, dádo que los procedimientos y reglás áplicábles á lá expedicio n de los áctos ádministrátivos párticuláres difieren de los propios de los áctos generáles (v.gr., notificácio n4, etápás procedimentáles5, recursos6), lá definicio n del tipo de ácto y del procedimiento ádministrátivo no es uná cuestio n menor, sino que está  directámente relácionádá con el debido proceso ádministrátivo. Al respecto, el Consejo de Estádo há sen áládo lo siguiente:  
 “el derecho fundamental al debido proceso, consagrado en el 

artículo 29 de la Constitución Política, es una garantía para equilibrar 

la relación autoridad - libertad, relación que surge entre el Estado y los 

asociados, y está prevista en favor de las partes y de los terceros interesados 

en una actuación administrativa o judicial. Según el artículo 29 de la CP, el 

debido proceso comprende fundamentalmente tres grandes elementos: 

  

“i) El derecho al juez natural o funcionario competente. 

  

“ii) El derecho a ser juzgado según las formas de cada juicio o 

procedimiento, esto es, conforme con las normas procesales dictadas para 

impulsar la actuación judicial o administrativa. 

  

“iii) Las garantías de audiencia y defensa, que, desde luego, incluyen el 

derecho a ofrecer y producir la prueba de descargo, la presunción de 

inocencia, el derecho a la defensa técnica, el derecho a un proceso público y 

sin dilaciones, el derecho a que produzca una decisión motivada, el derecho 

a impugnar la decisión y la garantía de non bis in ídem. 

 

3 Jáime Orlándo Sántofimio. Compendio de Derecho Administrátivo. Universidád Externádo de Colombiá (2017), p. 373.  
4 Cfr. Artí culos 65 y siguientes de lá Ley 1437 de 2011. 
5 Cfr. Tí tulo III de lá Ley 1437 de 2011 y el Decreto 1081 de 2015. 
6 Artí culo 75 de lá Ley 1437 de 2011, que sen álá que no proceden recursos contrá los áctos ádministrátivos de cárá cter generál. 
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“La expedición irregular de los actos administrativos atañe, 

precisamente, al derecho a ser juzgado según las formas propias de 

cada procedimiento, esto es, conforme con las normas procesales 

dictadas para impulsar la actuación administrativa”7 (negrilla fuera del 

texto original). 

 En táles te rminos, lás áutoridádes ádministrátivás tienen lá obligácio n de expedir los áctos ádministrátivos mediánte el procedimiento ádecuádo, que dependerá  necesáriámente del tipo de medidás (generáles o párticuláres) que pretendá ádoptár. El desconocimiento del procedimiento ádministrátivo conllevárá  necesáriámente uná violácio n del debido proceso del ádministrádo, y, por conterá, lá nulidád del ácto.  
 Ahorá bien, el ártí culo 41 de lá Ley 1437 de 20118 instituye lá posibilidád de que lás áutoridádes ádministrátivás corriján sobre lá márchá lás irreguláridádes ádministrátivás, con el fin de ájustárlá á derecho.  
 

En lo concerniente a la corrección de irregularidades, el Consejo de Estado9 ha indicado que implicá “una modalidad de saneamiento de los errores en que haya podido incurrir 

la actuación administrativa para ajustarla a la legalidad y procurar la expedición de un 

acto definitivo que esté acorde al derecho”. Por ello, se trata de una prerrogativa que, 

para su ejercicio, a diferencia de lo que ocurre con la revocatoria directa, no requiere 

del consentimiento expreso de ninguna parte. Como no hay acto administrativo de 

cierre, no ha surgido el derecho de carácter subjetivo que reclame ese consentimiento.10  

 El máximo tribunál de lo contencioso ádministrátivo támbién há estáblecido que “[…] 
la corrección de irregularidades es una competencia que encuentra fundamento en 

el principio de autotutela de la Administración11. Dicho principio «también hace 

referencia a la facultad de las entidades […] para reconocer sus errores y de esta 

forma modificarlos a fin de evitar la configuración de una situación ilegal, 

 

7 Consejo de Estádo. Seccio n Cuártá. Sentenciá del 8 de septiembre de 2016. 25000-23-27-000-2010-00212-01(19265).  
8 “La autoridad, en cualquier momento anterior a la expedición del acto, de oficio o a petición de parte, 
corregirá las irregularidades que se hayan presentado en la actuación administrativa para ajustarla a 
derecho, y adoptará las medidas necesarias para concluirla”. 
9 Sálá de lo Contencioso Administrátivo. Seccio n Quintá. Sentenciá del 12 de noviembre de 2020. Rádicádo No. 76001-23-33-000-2020-00895-01. 
10 Ibidem. 
11 “Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección A, sentencia del 
3 de septiembre de 2020, radicación n. 17001-23-33-000-2017-00100-02(4103-18) y 17001-23-33-000-
2017-00100-01(3251-17)” (pie de pá giná del texto). 
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arbitraria, contraria a derecho o simplemente que no corresponda a la realidad 

material del asunto objeto de decisión». Igualmente, la Subsección destacó que el 

ejercicio de esta facultad no se encuentra sujeto al arbitrio de las entidades; por el 

contrario, atendiendo el sometimiento de estas al principio de legalidad, dicha actuación 

deviene forzosa siempre que se constate el desconocimiento de las normas del 

ordenamiento jurídico” (negrilla y subrayado fuera del texto original).12 

 

De lo expuesto se sigue que la corrección de irregularidades en el curso de la actuación 

administrativa no depende del arbitrio de la entidad. Por el contrario, sobre ella pesa, 

en cuanto administración, la obligación de enmendar errores en atención al principio 

de legalidad. Esta corrección procede a petición de parte o de oficio, y puede ser 

adoptada en cualquier momento, antes de la expedición del acto de cierre, sin que se 

requiera la autorización de algún particular. Propende porque la actuación 

administrativa sea conforme a derecho, de manera que los actos no se profieran 

viciados de nulidad. La ejecución de esta potestad se deriva, también, de los principios 

de eficacia y autotutela. 

 

3. VICIOS E IRREGULARIDADES PROCEDIMENTALES DEL PROYECTO 
REGULATORIO 

 Trás revisár los ántecedentes y el proyecto mismo de regulácio n que nos ocupá, resultá preocupánte el trá mite que lá CRC há impártido ál presente procedimiento. Y es que el proyecto de regulácio n bájo estudio há venido siendo trámitádo como un ácto ádministrátivo de cárá cter generál, pese á que el mismo contiene medidás que está n dirigidás á un u nico sujeto determinádo y fá cilmente identificáble: COMCEL S.A., áun cuándo el texto del proyecto evite, como lo háce, mencionár por su nombre ál referido sujeto. 
 Lá náturálezá párticulár y concretá de álgunás de lás medidás del proyecto regulátorio se observá fá cilmente de los ántecedentes del proyecto y de su mismo contenido.  
 

3.1. Antecedentes del proyecto regulatorio 

 Los ántecedentes del proyecto resultán relevántes párá entender el contexto y lá náturálezá párticulár y concretá de lás medidás que en este cáso pretende ádoptár lá CRC. Sobre este punto, nos referiremos á otros cásos en los que lá CRC há ádoptádo 
 

12 Corte Constitucionál. Sentenciá SU-067 de 2022. 
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medidás similáres mediánte áctos párticuláres y á los ántecedentes del proyecto, que támbie n dán cuentá de lá náturálezá párticulár de lás medidás  
 (i) Lás medidás regulátoriás impuestás á COMCEL S.A. en el mercádo de “voz saliente 

móvil”  
 Mediánte lás resoluciones CRT 2062 y 2152, ámbás de 2009, lá CRC constáto  lá posicio n dominánte de COMCEL S.A. en el referido mercádo, el cuál támbie n hábí á sido identificádá por lá Comisio n como “mercado relevante susceptible de 

regulación ex ante”. Posteriormente, por medio de lás resoluciones CRT 2066 y 2171, ámbás de 2009, lá CRC procedio  á imponer uná serie de medidás regulátoriás tárifáriás á COMCEL S.A. Esás medidás fueron impuestás mediánte un ácto ádministrátivo párticulár y concreto, puesto que tuvieron como u nico destinátário ál u nico proveedor con posicio n dominánte en el mercádo: COMCEL 
S.A.  

 Pues bien, mediánte lá Resolucio n 3139 de 2011, lá CRC inicio  uná áctuácio n ádministrátivá párticulár párá eváluár: (i) lá áplicácio n ánticipádá á COMCEL S.A. de lá reduccio n de los cárgos de ácceso definidos en lá Resolucio n CRT 3136 de 2011—áplicábles á todos los operádores del referido mercádo, sin distincio n álguná—; (ii) lá revisio n de lás medidás regulátoriás tárifáriás impuestás en lás resoluciones CRT 2066 y 2171 de 2009; y (iii) lá ádopcio n de medidás regulátoriás ádicionáles párá prevenir su posicio n de dominio en el mercádo de “voz saliente 
móvil”. 

 Lá mismá CRC reconocio  en esá oportunidád que lás medidás dirigidás exclusivámente á COMCEL S.A., en su condicio n de proveedor en posicio n dominánte, erán medidás párticuláres que debí án ser ádoptádás mediánte uná “actuación administrativa de carácter particular y concreto”. Al respecto, lá CRC sen álo  que:  
 “en aras de garantizar cabalmente el derecho defensa, contradicción y 

debido proceso, debe darse curso a una actuación administrativa de 
carácter particular y concreto en la cual COMCEL pueda remitir sus 
comentarios, observaciones, solicitar pruebas y ejercer su derecho de 
defensa y contradicción, respecto de los análisis preliminares contenidos 
en el ‘Documento Soporte – Intervención de Carácter Particular en el 
mercado ‘Voz Saliente Móvil’” […]”.  
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Ahorá bien, posteriormente, mediánte un ácto ádministrátivo generál, lá CRC intento  modificár los cárgos de ácceso á redes mo viles, con el u nico fin de diferenciár entre dos grupos de operádores, á sáber: (i) los que tuviesen má s del 42% del trá fico —solo COMCEL S.A. reuní á esá condicio n— y (ii) los que tuviesen mendos del 42% del trá fico.  
 A lo lárgo de ese trá mite ádministrátivo generál, se discutio , entre otrás, lá náturálezá párticulár y concretá de lás supuestás “medidas regulatorias generales”, lás cuáles, por demá s, no tuvieron por objeto intervenir el mercádo en defensá de los usuários y consumidores, sino de los competidores de COMCEL S.A. En este cáso, lá impárciálidád de uno de los comisionádos fue seriámente cuestionádá por sus ví nculos con uno de los competidores de COMCEL S.A.  
 Finálmente, lá CRC ádopto  lás medidás mediánte el procedimiento ádministrátivo párticulár que inicio  con lá Resolucio n 3139 de 2011. En efecto, lás Resoluciones 4002 y 4050 de 2012 impusieron lás medidás concretás que modificáron los cárgos de ácceso á redes mo viles de COMCEL S.A., gárántizándo ásí  los derechos ál debido proceso, de defensá y contrádiccio n del proveedor.  
 Lo ánterior permite colegir que lá posibilidád de regulácio n ex ánte con lá que cuentá lá CRC no lá hábilitá párá ádoptár medidás párticuláres y concretás mediánte los áctos regulátorios generáles. Lá CRC tiene lá obligácio n de verificár, en todos los cásos, el tipo de medidás regulátoriás y, en consecuenciá, impártir el procedimiento áplicáble y que gárántice los derechos del ádministrádo.  

 (ii) Lá constátácio n de lá posicio n de dominánciá de COMCEL S.A. en el mercádo relevánte de “servicios móviles” y lá imposicio n de medidás párticuláres y concretás 

 Como se observá en el resumen del proyecto de regulácio n que lá CRC publico  en su pá giná web, lá mismá Comisio n incluye como ántecedentes del proyecto regulátorio lá Resolucio n CRC 5108 de 2017 que “definió el mercado minorista de 
“Servicios Móviles” como mercado relevante, y a su vez, determinó que dicho 
mercado debía ser declarado mercado susceptible de regulación ex ante”. Así  mismo, lá CRC háce referenciá á lás resoluciones CRC 6146 de 2021 y 6380 de 2021, mediánte lás cuáles se “constató la posición dominante de del operador COMCEL en 
el mercado de servicios móviles”.  
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Se trátá, entonces, de un escenário similár ál de lás medidás regulátoriás ádoptádás en el mercádo de “voz saliente móvil”. En efecto, en este cáso lá CRC constáto  lá posicio n dominánte de COMCEL S.A. en un mercádo relevánte susceptible de regulácio n ex ante, á sáber, el mercádo de servicios mo viles.  
 Pues bien, en este cáso, lás medidás párticuláres—que lá CRC pretende ádoptár en el proyecto regulátorio— tienen un origen en lá Resolucio n CRC 6146 de 2021, mediánte lá cuál lá CRC resolvio  lo siguiente respecto á COMCEL S.A.:  

 “ARTÍCULO 1. Constatar que la empresa COMUNICACIÓN CELULAR 
S.A. - COMCEL S.A. tiene posición dominante en el mercado 
relevante susceptible de regulación ex ante denominado "Servicios 
Móviles (2.5. del ANEXO 3.1.)” definido en el Anexo 3.2. del TÍTULO DE 
ANEXOS de la Resolución CRC 5050 de 2016. 

 

“ARTÍCULO 2. Abstenerse de imponer alguna de las medidas 
regulatorias particulares enunciadas en el artículo 1 de la 
Resolución CRC 5110 de 2010 y explicadas en el numeral 6 del 
documento denominado “Intervención de Carácter Particular en el 
Mercado “Servicios móviles””, remitidos a COMUNICACIÓN CELULAR 
S.A. - COMCEL S.A. mediante radicado de salida número 2017537286 del 
24 de febrero de 2017, por las razones expuestas en el aparte 
considerativo de la presente Resolución. 

 

“ARTÍCULO 3. Sin perjuicio de las funciones otorgadas a la Comisión 
de Regulación de Comunicaciones y de las medidas que en ejercicio 
de las mismas se puedan adoptar, transcurridos dos (2) años desde 
la ejecutoria del presente acto administrativo, esta Comisión 
elaborará un informe sobre las condiciones de competencia del 
mercado de “Servicios Móviles”, de manera que este sirva de insumo 
para el ejercicio de las funciones a su cargo, de conformidad con lo 
expuesto en el aparte considerativo de esta Resolución” (negrillá fuerá del texto originál). 

 Yá hán tráscurrido los dos án os mencionádos en dichá resolucio n y, áhorá, mediánte un ácto regulátorio de cárá cter generál —y no párticulár, como debio  háberlo sido— lá CRC pláneá ádoptár uná serie de medidás que áfectán ál u nico proveedor respecto del cuál lá Comisio n há constátádo lá posicio n de dominánciá en el mercádo de servicios mo viles. De állí  que existá uná clárá relácio n de 
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conexidád entre lá Resolucio n CRC 6146 y el proyecto regulátorio. Por tánto, el contenido de está u ltimá no es el de solás medidás regulátoriás de cárá cter generál, sino que constituye uná “Intervención de Carácter Particular en el Mercado 
‘Servicios móviles’”, que solo podí á ser ádoptádá mediánte un ácto ádministrátivo párticulár, que no generál, como pretende lá CRC.  
 Uná pruebá de lo ánterior se encuentrá en lás consideráciones de lá Resolucio n CRC 6146, en lá cuál lá CRC, en el márco de lá áctuácio n párticulár, eváluo  y descárto  lá utilidád de álgunás de lás medidás que áhorá pretende ádoptár mediánte el proyecto regulátorio. En efecto, lá referidá resolucio n sen álá que:  

 “8.2.6. Conclusiones en relación con la revisión y análisis de las 
eventuales medidas regulatorias enunciadas en el artículo 1 de la 
Resolución CRC 5110 de 2017.    

 “Luego de la revisión y de los análisis desarrollados, en las secciones 
previas, a las eventuales medidas regulatorias enunciadas en el artículo 
1 de la Resolución CRC 5110 de 2017, esta Comisión encuentra que éstas 
deben ser descartadas en la presente actuación administrativa por las 
siguientes razones: 
 

• A pesar de los efectos positivos en la promoción de la competencia en 
el mercado, que potencialmente tendrían las medidas 
correspondientes a la reducción acelerada de la remuneración de la 
instalación esencial de RAN para servicios de voz y la implementación 
de una senda creciente de remuneración de la instalación esencial de 
RAN para servicios de datos, en las condiciones que fueron 
formuladas al inicio de la presente actuación, los análisis 
adelantados en la sección 8.2.3.1 indican que, debido a los cambios 
presentados en el mercado luego de 2017 y el tiempo transcurrido 
desde que fueron planteadas, dichos efectos no se materializarán, por 
cuanto se observó que: (i) el diferencial entre los precios mayoristas 
y minoristas que se pretendía establecer, con el fin de promover la 
competencia en el mercado de “Servicios Móviles”, se ha reducido en 
magnitud y tiende a desaparecer en el corto plazo, (ii) La diferencia 
entre el precio que tendría que ofrecer COMCEL, por la provisión del 
RAN de voz móvil, y tarifa de RAN general (aplicable para 
incumbentes) para ese mismo servicio mayorista se redujo del 60% 
al 23% entre 2017 y 2020 y desaparecerá a partir de enero de 2022, 
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y (iii) el ingreso promedio por minuto del servicio de voz registrado 
por este operador en el primer trimestre de 2020 indica que su costo 
marginal es inferior al valor tope RAN para voz móvil que se 
pretendía fijar, por tanto, la ventaja en costos que tiene COMCEL 
frente a sus competidores, en razón a sus economías de escala y 
alcance, ahora no sería atenuada por la medida de RAN planteada al 
inicio de la actuación administrativa. Por tanto, es claro que la 
medida mayorista de RAN, a la fecha de expedición del presenta acto 
administrativo, bajo las condiciones mencionadas, no contribuye de 
manera efectiva en la labor de dinamización de la competencia en el 
mercado de “Servicios Móviles”, razón por la cual debe ser descartada 
su implementación”13.   Al respecto, es importánte destácár que, en ese cáso, lá CRC llego  á dichá conclusio n en el márco de un procedimiento párticulár, en el cuál COMCEL S.A. pudo solicitár y áportár pruebás párá controvertir los árgumentos de lá CRC. Fue en virtud del ejercicio de lás gárántí ás procedimentáles reconocidás en los procedimientos párticuláres que COMCEL S.A. logro  convencer á lá Comisio n que lá necesidád de descártár en lá intervencio n en RAN iniciálmente plánteádá, por no ser u til ni ádecuádá á los propo sitos perseguidos.  

 Lo ánterior dá cuentá de que el procedimiento de expedicio n del ácto no es un ásunto irrelevánte de cárá ál debido proceso de COMCEL S.A. El trá mite que lá CRC le há dádo ál proyecto de regulácio n no preve  esás mismás gárántí ás de contrádiccio n y defensá que lá CRC há otorgádo en cásos similáres, pero que áhorá pásá por álto ál dárle uná náturálezá de ácto generál á medidás que, sin dudá álguná, son de náturálezá párticulár y concretá, como se pásá á explicár.  
 

3.2. Irregularidades del proyecto regulatorio “Revisión de medidas 
regulatorias aplicables a servicios móviles” 

 En el proyecto regulátorio, lá CRC ádoptá uná serie de medidás que está n dirigidás u nicá y exclusivámente á COMCEL S.A., á pesár de que lá Comisio n evitá referirse ál proveedor. Sin embárgo, ni lá áusenciá de referenciá expresá ál proveedor ni el tipo de ácto mediánte el cuál lá CRC pretende ádoptár lás medidás regulátoriás desnáturálizá ni convierte lás medidás párticuláres en medidás generáles.   
 

 

13 Resolucio n CRC 6146 de 2021, p. 535-536. 
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 Al respecto, me referire  á los tres tipos de medidás párticuláres que ádoptá lá CRC en el proyecto regulátorio: 
 (i) Medidás regulátoriás referidás á lás condiciones párá el desárrollo de gestiones comerciáles tendientes á recuperár el cliente portádo duránte el Proceso de Portácio n, ásí  como dentro de los tres (3) meses siguientes á lá culminácio n de dicho proceso (Artí culos 714 y 815 del proyecto de regulácio n) 

 Lás medidás tienen por objeto que los proveedores con posicio n dominánte, individuál o conjuntá, en el mercádo “Servicios Móviles” se ábstengán de contáctár á los usuários que se háyán portádo á los demá s PRTSM que no ostenten esá posicio n, duránte el proceso de Portácio n de que trátá el ártí culo 2.6.4.1 de lá Resolucio n CRC 5050 de 2016 y duránte los 3 meses siguientes á su finálizácio n. 
 Así , mientrás todos los demá s proveedores podrá n ádelántár gestiones párá recuperár ál cliente que solicito  lá portábilidád del servicio, lá CRC prohibirá  á 
COMCEL S.A.  esá mismá posibilidád. Dichá prohibicio n —que incide en su libertád de empresá— clárámente tiene efectos párticuláres y concretos sobre 
COMCEL S.A., que no pueden ser ádoptádos mediánte un ácto generál, sino mediánte uno de tipo párticulár, en el cuál se gárántice plenámente el derecho ál debido proceso del párticulár.  
 

 

14 “ARTÍCULO 7. Subrogar el numeral 2.6.2.4.4 del artículo 2.6.2.4 del Capítulo 6 del Título II de la Resolución 
CRC 5050 de 2016, el cual quedará así: 
“2.6.2.4.4. Realizar gestiones comerciales tendientes a recuperar al cliente portado, una vez se haya 
finalizado el Proceso de Portación, en los términos del artículo 2.6.4.1 del TÍTULO II, con las siguientes 
restricciones: 
i) Los Operadores Móviles de Red (OMR) deberán abstenerse de contactar a los usuarios que se hayan 
portado a Operadores Móviles Virtuales (OMV) durante el proceso de Portación de que trata el artículo 
2.6.4.1 de la Resolución CRC 5050 de 2016 y durante los 3 meses siguientes a su finalización; 
ii) Los proveedores con posición dominante, individual o conjunta, en el mercado “Servicios Móviles” 
deberán abstenerse de contactar a los usuarios que se hayan portado a los demás PRTSM que no ostenten 
esa posición, durante el proceso de Portación de que trata el artículo 2.6.4.1 de la Resolución CRC 5050 de 
2016 y durante los 3 meses siguientes a su finalización.” 
15 “ARTÍCULO 8. Modificar el numeral 2.6.2.5.3.2 del artículo 2.6.2.5 del Capítulo 6 del Título II de la 
Resolución CRC 5050 de 2016, el cual quedará así: 
“2.6.2.5.3.2. Abstenerse de realizar prácticas de recuperación de los usuarios solicitantes durante el Proceso 
de Portación. de que trata el artículo 2.6.4.1 de la presente resolución: Esta restricción se extenderá durante 
los 3 meses siguientes a la finalización de dicho proceso, en los siguientes casos: 
Los Operadores Móviles de Red (OMR) respecto de los usuarios que se hayan portado a Operadores Móviles 
Virtuales (OMV). 
Los proveedores con posición dominante, individual o conjunta, en el mercado “Servicios Móviles” 
respecto de los usuarios que se hayan portado a los demás PRTSM que no ostenten esa posición.” 
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(ii) Medidás relátivás á lá modificácio n de lás condiciones de áplicácio n de lá tárifá reguládá de remunerácio n por el uso de Roáming Automá tico Nácionál en los servicios de voz y dátos (ártí culos 1516 y 1617 del proyecto de regulácio n) 
 Lás disposiciones propuestás mántienen lá tárifá reguládá de remunerácio n por el uso de lá instálácio n esenciál del RAN, excepto cuándo lá red visitádá “sea la de 

proveedores que ostenten posición dominante, individual o conjunta con otro PRST, 
en el mercado relevante de ‘Servicios Móviles’”.   
 En táles te rminos, el proyecto de regulácio n evidentemente está  estábleciendo uná medidá párticulár y concretá, que solo se áplicárí á respecto á COMCEL S.A., pues, como hemos sen áládo, es el u nico proveedor con posicio n dominánte en el mercádo de servicios mo viles. Por lo demá s, lá utilidád de está medidá yá hábí á sido descártádá por lá CRC en el márco de lá áctuácio n ádministrátivá párticulár que concluyo  con lá expedicio n de lá Resolucio n CRC 6146 de 2021, como sen álámos ánteriormente. De állí  que seá desconcertánte que, en está oportunidád, lá CRC busque estáblecer cárgos ásime tricos en RAN u nicámente párá COMCEL S.A., pero cámufládá en uná áctuácio n ádministrátivá generál.  
 (iii) Medidás relátivás á lá obligácio n de reportár informácio n á lá CRC sobre infráestructurá pásivá (ártí culo 17 del proyecto de regulácio n)  
 El proyecto de regulácio n ágregá uná obligácio n á los proveedores “que ostenten 
posición dominante, individual o conjunta, en el mercado “Servicios Móviles”, 

 

16 “ARTÍCULO 15. Modificar el parágrafo 1 del artículo 4.7.4.1 del Capítulo 7 del Título IV de la Resolución 
CRC 5050 de 2016, el cual quedará así: 
“PARÁGRAFO 1. La remuneración por el uso del Roaming Automático Nacional para el servicio de voz y SMS 
a los valores a los que hacen referencia los numerales 4.7.4.1.1 y 4.7.4.1.2, solo será aplicable en aquellos 
municipios listados en el Anexo 4.8. del Título ANEXOS TÍTULO IV de la presente resolución o aquella 
disposición que lo adicione, modifique o sustituya. Adicionalmente, cuando la red visitada en los municipios 
listados en dicho anexo sea la de proveedores con posición dominante, individual o conjunta, en el mercado 
“Servicios Móviles”, la tarifa aplicable por estos, en su calidad de proveedores de la red visitada, 
corresponderá al valor final de la senda definida en el numeral 4.7.4.1.1 de la Resolución CRC 5050 de 2016 
para el servicio de voz, o aquella que la modifique o sustituya.” 
17 “ARTÍCULO 16. Modificar el parágrafo del artículo 4.7.4.2 del Capítulo 7 del Título IV de la Resolución CRC 
5050 de 2016, el cual quedará así: 
“PARÁGRAFO. La remuneración por el uso del Roaming Automático Nacional para el servicio de datos, a los 
valores contemplados en el numeral 4.7.4.2.1 del presente artículo, solo será aplicable en aquellos 
municipios listados en el Anexo 4.8. del Título ANEXOS TÍTULO IV de la presente resolución o aquella 
disposición que lo adicione, modifique o sustituya. Adicionalmente, cuando la red visitada en los municipios 
listados en dicho anexo sea la de proveedores con posición dominante, individual o conjunta, en el mercado 
“Servicios Móviles”, la tarifa aplicable por estos, en su calidad de proveedores de la red visitada, 
corresponderá al valor final de la senda definida en el numeral 4.7.4.2.1 de la Resolución CRC 5050 de 2016 
para el servicio de datos, o aquella que la modifique o sustituya.” 
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quienes deberán publicar las condiciones para la compartición de infraestructura 
pasiva (espacio en torre, mástiles y monopolos, así como espacio en piso y servicios 
adicionales). Tales condiciones para el acceso y uso compartido de la infraestructura 
pasiva antes mencionada deberán otorgarse a cualquier PRSTM que requiera el 
acceso y uso compartido de la infraestructura sobre la que, el sujeto obligado a 
publicar las condiciones de referencia a través de la OBI, tenga la propiedad o 
control del acceso” (negrillá fuerá del texto originál).  
 Párá ello, el proyecto ádicioná todá uná seccio n ál Cápí tulo 11 del Tí tulo IV de lá Resolucio n CRC 5050 de 2016, que solo está  dirigido ál proveedor con posicio n dominánte. En efecto, el ártí culo 17 del proyecto regulátorio contiene lás siguientes medidás:  
 “Sección 2. 

Condiciones aplicables a proveedores con posición dominante, 
individual o conjunta, en el mercado “servicios móviles 

 […] 
 

Artículo 4.11.2.1. obligación de disponer de condiciones de referencia 
para la compartición de infraestructura pasiva. 
 […] 
 

Artículo 4.11.2.2. Condiciones de referencia para la compartición de 
infraestructura pasiva” (negrillá fuerá del texto originál). 

    Por lás rázones expuestás, es evidente que el proyecto regulátorio es —ni má s ni menos— uná intervencio n estátál dirigidá á un sujeto determinádo: COMCEL S.A., pues es el u nico sujeto ál cuál le há sido constátádá lá posicio n de dominánciá en el mercádo de servicios mo viles. Por tánto, mál podrí á lá CRC pretender “transformar” en generáles esás medidás párticuláres que pretende ádoptár, ál evitár referirse expresámente á 
COMCEL S.A. y, en su lugár, referirse ál proveedor con posicio n dominánte en el mercádo de servicios mo viles. Lá áusenciá de referenciá expresá á COMCEL S.A. en nádá áfectá lá náturálezá párticulár y concretá de lás medidás que lá CRC pretende imponerle en su condicio n de proveedor en posicio n dominánte.  
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Tál irreguláridád vulnerá grávemente el debido proceso de COMCEL S.A. En efecto, el hecho de que lás medidás seán ádoptádás mediánte un ácto ádministrátivo generál, y no párticulár, tiene lás siguientes implicáciones: 
 

• COMCEL S.A. no hábrí á sido notificádo del inicio de lá áctuácio n ádministrátivá, tál como lo exigen los ártí culos 66 y siguientes de lá Ley 1437 de 2011;  
 

• COMCEL S.A. no hábrí á tenido oportunidád de presentár y controvertir lás pruebás que soportán lá áctuácio n ádministrátivá. Esto vulnerá grávemente el debido proceso del proveedor, comoquierá que el espácio de comentários no es equiválente ni reemplázá lá etápá probátoriá previstá en el procedimiento párá lá expedicio n de los áctos ádministrátivos párticuláres18.  
 

• COMCEL S.A. no tendrí á lá posibilidád de interponer, en su momento, recursos contrá el ácto regulátorio que llegue á expedir lá CRC, de conformidád con lo dispuesto en el ártí culo 75 de lá Ley 1437 de 2011.  
 Por tánto, es imperátivo que lá CRC corrijá lás ánotádás irreguláridádes de lá áctuácio n ádministrátivá en cuestio n. Lás fáltás ádvertidás respecto del procedimiento ádministrátivo —pretender expedir mediánte un ácto ádministrátivo generál medidás que tienen un u nico destinátário— constituyen uná gráve violácio n del debido proceso, en tánto que ál sujeto destinátário de lá áctuácio n ádministrátivá se le está n cercenándo lás gárántí ás mí nimás del debido proceso (derecho á ser oí do, derecho de contrádiccio n y derecho de defensá, el derecho á ser notificádo personálmente y á interponer los recursos á los que háyá lugár). Todo ello dá cuentá de lá necesidád de que lá CRC corrijá lá áctuácio n ádministrátivá y ádopte lás medidás párticuláres mediánte el procedimiento ádministrátivo previsto párá ello.  
 Atentámente,  
 

 JUAN CARLOS ESGUERRA PORTOCARRERO C.C. 17.122.948 T.P. 9.859 

 

18 Tí tulo III de lá Ley 1437 de 2011. 


